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septiembre, de los Derechos y la Atención a las Personas con Discapacidad en Andalucía, es decir, el 
llamado a regular la organización y funciones de los Centros de Valoración y Orientación de personas 
con discapacidad en Andalucía y el procedimiento para la valoración del grado de discapacidad en la 
comunidad autónoma.

La elaboración de esta norma ya se recomendó desde esta Institución a la Dirección General de Personas 
con Discapacidad en el seno de la mentada queja 16/6978 y estaba incluida en el Plan Anual Normativo de 
2018. Y así, aunque en esta anualidad el Gobierno andaluz ha manifestado su voluntad de no presentar un 
Plan Normativo para 2019, al considerar que no es preceptivo ni necesario, ello no obsta a que se culmine 
el desarrollo de este marco normativo necesario para mejorar las deficiencias de la discapacidad, que 
viene impuesto por la Ley 4/2017.

1.3.2.2.2. Discrepancias con el resultado de la valoración de la discapacidad
La discapacidad suscita igualmente la disconformidad de las personas afectadas con el resultado de su 

valoración, o con el de la aplicación del baremo de su movilidad reducida, ya porque ha comportado no 
poder acceder a tal consideración, ya porque se les ha reconocido en un porcentaje inferior al que, a su 
juicio, resulta de su situación y acreditan los informes médicos o la historia clínica.

Dejando a salvo los casos excepcionales en que, por haber 
concurrido un error en el criterio técnico, o en los informes tomados 
en consideración para adoptarlo, ejercemos una labor revisora 
que conduzca a detectarlo y subsanarlo, en la mayor parte de los 
supuestos hemos de atenernos a la estricta observancia del dictamen 
emitido conforme a Derecho y reconducir nuestra función a aclarar a 
la parte interesada las razones concurrentes, proporcionándole toda 
la información imprescindible para el mejor ejercicio de su pretensión 
en lo sucesivo.

Como de ordinario recordamos, la información no solo es un derecho 
de la ciudadanía, sino un instrumento más al servicio de la eficacia de 
la Administración, ya que el asesoramiento adecuado incrementa la 

confianza de la ciudadanía y potencia el uso responsable y adecuado de sus recursos, al evitar solicitudes 
reiteradas y reclamaciones estériles, que lastran el funcionamiento ordinario de aquella.

1.3.2.2.3.	 El fin de la equiparación entre incapacidad permanente y discapacidad 
“a todos los efectos”

En 2019 ha visto la luz la solución a la polémica generada por el artículo 4.2 del Real Decreto Legislativo 
1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley General de Derechos de 
las Personas con Discapacidad y de su Inclusión Social, que, sin atenerse a lo dispuesto a la literalidad 
de una de las leyes que refundía (la Ley 51/2003), afirmó que “a todos los efectos” se considerará que 
presentan una discapacidad en grado igual o superior al 33 por ciento los pensionistas de la Seguridad 
Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en grado de total, absoluta o gran 
invalidez, y los pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro 
por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad. Cuando la referida Ley 51/2003, ya derogada, 
efectuaba tal equiparación únicamente a los efectos de la misma (artículo 1.2).

Este cambio de términos supuso una auténtica modificación en la regulación de uno de los textos 
refundidos, conduciendo a que por los Centros de Valoración y Orientación se comenzasen a expedir, a 
instancias de los interesados, certificados acreditativos de la situación de discapacidad por equiparación 
automática derivada de la incapacidad permanente.

Finalmente ha sido el Tribunal Supremo el que ha zanjado la cuestión, fallando que ha existido regulación 
que ha ido más allá de la autorización conferida en la elaboración del Texto Refundido (artículo 4.2 del Real 
Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre), de tal modo que no cabe la equiparación automática 
referida.

“La información no 
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En lo sucesivo el grado de discapacidad de una persona volverá a ser el resultado de su valoración por el 
órgano autonómico competente y nunca resultar automáticamente de las situaciones reseñadas y así lo ha 
reflejado la Dirección General de Personas con Discapacidad e Inclusión en la Instrucción número 3/2019, 
de 1 de octubre.

La falta de información adecuada sobre esta novedad, ha motivado que algunas personas plantearan 
queja ante el Defensor del Pueblo Andaluz, cuestionando la denegación de la solicitud de equiparación, 
ya que a la pervivencia de la redacción legal se unía la falta de actualización de la web de la Consejería de 
Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación, en la que seguía alojado y accesible al público, el tríptico en el 
que hasta ese momento se difundía esta posibilidad.

1.3.2.2.4. Plan Integral de Discapacidad
En el primer cuatrimestre de 2019 tuvimos conocimiento de que la Consejería de Igualdad, Políticas 

Sociales y Conciliación, en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los 
derechos y la atención a las personas con Discapacidad en Andalucía, había comenzado el análisis y los 
trabajos preparatorios que habrán de culminar en la elaboración del III Plan de Acción Integral para las 
personas con discapacidad en Andalucía, habida cuenta de que II Plan de Acción Integral 2011-2013 
estaba enmarcado en un marco legislativo ya superado.

A estos efectos la Consejería solicitó las aportaciones de esta Institución, que fueron realizadas desde 
una perspectiva global, comprensiva tanto de las situaciones susceptibles de mejora en materia de la 
propia calificación y reconocimiento de la discapacidad, como de las vertientes de salud, educación, 
formación y empleo, servicios sociales, vivienda y accesibilidad.

Aguardamos ver el resultado de los trabajos y colaboraciones recabadas traducido en la formulación del 
mentado Plan de Acción Integral, al que deberán acompañar igualmente el Plan de Empleo y el Plan de 
Acción Integral para Mujeres con Discapacidad, todos ellos previstos en la Ley 4/2017 (artículos 12, 27 y 
70).

1.3.2.2.5. Este tema en otras materias
Reseñamos de forma breve en este apartado la afectación detectada en quienes ya la ostentan, en las 

vertientes de igualdad, urbanismo, vivienda, empleo público, trabajo y Seguridad Social, servicios de 
interés general y consumo, Universidades, medio ambiente y justicia.

Se trata en este momento de un simple extracto, para evitar reiteraciones innecesarias,cuyo contenido 
íntegro puede consultarse en los subcapítulos troncales que desgranan cada uno de dichos ámbitos 
competenciales.

1.3.2.2.5.1. Igualdad, Urbanismo y Vivienda
Por lo que hace a la movilidad, seguimos conociendo quejas basadas en la carencia o escasez de plazas 

de aparcamiento reservadas para personas con movilidad reducida; el uso indebido de tarjetas de 
autorización o retirada improcedente de las mismas (queja 18/3326 y queja 19/1540); sobre la posibilidad 
de compatibilizar el uso del carril bici por personas usuarias de sillas de ruedas manuales o eléctricas 
(queja 19/3803); y alusivas al acceso de las personas con discapacidad a los transportes públicos (queja 
17/4108, queja 18/5832, queja 18/6694, queja 18/1731).

En relación con esta cuestión, pero concretada al servicio público del taxi, hemos incoado de oficio la 
queja 19/3710, debido a la existencia de problemas para que las personas con discapacidad puedan 
disponer de taxis adaptados en la ciudad de Cádiz. Así como tramitamos, a instancia de una organización 
de consumidores y usuarios, la queja relativa a la carencia de personal especializado expendedor de 
carburante en las estaciones de servicio para los vehículos de personas conductoras con movilidad 
reducida.

Continuando con el apartado de accesibilidad, nos llegan otros problemas derivados de la existencia de 
barreras urbanísticas y arquitectónicas en los itinerarios peatonales, obstáculos, carteles y bolardos que 
dificultan la movilidad; o la existencia de barreras en edificios, servicios o incluso medios de transporte 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-instala-plaza-de-aparcamiento-para-personas-con-movilidad-reducida-en-lugar-cercano-al-domicilio
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-va-a-llevar-a-cabo-la-plena-adaptacion-de-las-paradas-de-autobus
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-va-a-llevar-a-cabo-la-plena-adaptacion-de-las-paradas-de-autobus
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-adoptan-medidas-para-paliar-los-reiterados-fallos-de-las-rampas-de-acceso-en-los-autobuses
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-facilita-a-un-usuario-de-silla-de-ruedas-la-posibilidad-de-desplazarse-en-autobus-adaptado-desde
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/por-que-las-personas-con-discapacidad-no-encuentran-taxis-adaptados-en-las-noches-de-cadiz-lo

